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Desde 1975 las principales políticas de cuidado de los niños de ámbito nacional en España
han consistido en la puesta en marcha de un alto número de programas educativos para
niños de cuatro y cinco años, lo cual contrasta con la escasa oferta de tales servicios para los
menores de tres años. Al examinar el papel desempeñado por distintos actores sociales y
políticos en la fase del proceso de toma de decisiones políticas denominada el «establecimiento
de la agenda» (agenda setting), podemos observar que los actores que desde 1975 podían
haber demandado otro tipo de medidas (principalmente el movimiento de mujeres, las
feministas de Estado y de los sindicatos) no las han reivindicado o lo han hecho tímida-
mente, debido a la influencia de los siguientes factores: el pasado político autoritario; las pecu-
liaridades del mercado de trabajo; las características del Estado de bienestar, y las concepciones
de amplios sectores de la población acerca del cuidado de los menores. En realidad, en este
área de política pública se han desarrollado en las dos últimas décadas las medidas ya exis-
tentes antes de 1975, esto es, los servicios educativos en centros públicos para niños mayo-
res de tres años.
Palabras clave: cuidado de los niños, España, establecimiento de la agenda, escuelas infan-
tiles.
Abstract. The Spanish child care policies (1975-1996)
A distinguishing feature characterizes the main Spanish central-state child care policies (for
children under six, when mandatory education starts). Most policies are educational pre-scho-
ol programs for children aged three or over. The scope of these programs is quite high in com-
parative terms. In contrast, the percentage of Spanish children aged two or under cared for
in public centers is one of the lowest in the European Union. The characteristics of Spanish
child care policy can be understood by examining the political agenda, and the role played
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Desde 1975, las principales políticas de cuidado de los niños (hasta los seis
años, edad en que comienza la escolarización obligatoria) de ámbito nacional
en España se han caracterizado por dos rasgos distintivos, en comparación con
otros países occidentales2. En primer lugar, dichas políticas se han centrado
en la puesta en marcha de un alto número de programas educativos para niños
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2. En este artículo analizo las políticas que considero más importantes en función de dos cri-
terios: el número de niños afectados y el volumen de recursos empleado para su financiación.
Centro mi atención en dos tipos de medidas: por una parte, la oferta de programas para
menores en centros públicos (en concreto, examino cuántos niños de cada grupo de edad
acuden a un centro, y no otros aspectos, como la calidad de los programas o sus horarios)
y, por otra, la regulación estatal de los centros privados y del sector de cuidados propor-
cionados en domicilios particulares a cambio de pagos en dinero, así como las exenciones
fiscales para los padres que incurran en gastos por cuidado de sus hijos. Pese a su interés,
otras medidas no son estudiadas en este trabajo, por ejemplo, la provisión de atención médi-
ca, que habrán de ser objeto de una investigación posterior.
En cuanto a la terminología, no existe en castellano una expresión ya acuñada que haga
referencia, de manera genérica, a las medidas que estudio. Utilizo entonces la de «políticas
de cuidado de los niños», debido a que es la traducción literal de la que sí existe en inglés
(childcare policies), y la utilizada en los informes de la Organización para la Cooperación y
el Desarrollo Económico (OCDE) sobre esta materia (OCDE, 1990). Esta expresión puede
aplicarse también a los programas educativos, «ya que la escuela desempeña de facto el papel
de “cuidador/a” durante las horas escolares» (OCDE, 1990: 305). Evito deliberadamente
utilizar el vocablo «guardería», pese a que es un término bastante extendido en el lenguaje
by the main social and political actors of the agenda setting stage. Those who might have
emerged as determined advocates of more public child care programs after 1975, namely,
the feminist movement, state feminists, and the women’s departments of trade unions, have
in practice not consistently advanced such demands. This paper examines why women’s
advocates either did not mobilize around child care issues, or were unable to introduce
their demands into the government’s agenda. The relevant explanatory factors include: the
influence of the authoritarian political past; the characteristics of the labor market and the
welfare state; and societal views on child rearing. Policy-makers have extended the pro-
grams which already existed before 1975, that is, educational services. They have been defi-
ned by policy-makers as measures that chiefly benefit children. Therefore, the policies are
targeted at children aged three or over, because in Spain most policy-makers think that
children should be enrolled in educational programs around the age of three.
Key words: child care, Spain, agenda-setting, pre-school services.
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de cuatro y cinco años (en centros públicos gestionados por el Ministerio de
Educación y Cultura, MEC, antes llamado de Educación y Ciencia), lo cual con-
trasta con la escasa oferta de tales servicios para niños menores de tres años.
Así, en el año académico 1992-93, dos de cada tres niños de cuatro y cinco
años de edad y uno de cada cuatro niños de tres años asistían a centros edu-
cativos públicos (que son gratuitos)3. En parte como resultado de ello, las tasas
de escolarización (recogidas en la tabla 1) son notablemente altas en términos
comparativos para niños de cuatro y cinco años (Boyd-Barrett, 1995: 10; Moss,
1990: 11; OCDE, 1990: 310), si bien las correspondientes a los menores de tres
años son marcadamente bajas. En segundo lugar, la regulación estatal de las
condiciones en que los centros privados ofertan servicios de cuidados a meno-
res de seis años se ha llevado a cabo en España de forma más tardía y menos
detallada que en otros países de nuestro entorno. Es más, el sector de cuida-
dos proporcionados en domicilios particulares a cambio de pagos en dinero
no está apenas reglamentado por las autoridades. España es, en este aspecto,
diferente de otros países occidentales en los que el Estado ha intentado regu-
lar este último sector, si bien la puesta en práctica de esta reglamentación ha
sido, en general, desigual y defectuosa.
En realidad, en el área de política de cuidado de los niños se han desarrollado
notablemente durante los últimos veinte años las medidas ya existentes en
España antes de 1975, esto es, los servicios educativos en centros públicos para
niños mayores de tres años. Las autoridades educativas han definido estos pro-
gramas como actuaciones cuyo principal fin es desarrollar en los niños deter-
minadas habilidades y capacidades que les permiten aprender más y mejor una
vez que inicien la escolarización obligatoria; los han destinado sobre todo a los
de cuatro y cinco años, por entender que es en torno a los tres o cuatro años
cuando los menores pueden (y deben) empezar a participar con regularidad y
durante varias horas al día en actividades educativas. Las medidas nunca han
sido entendidas como ayudas para que los padres (fundamentalmente las madres)
compatibilicen sus responsabilidades profesionales y familiares. Si así hubieran
sido concebidas (como políticas de igualdad de oportunidades de las mujeres),
hubieran comprendido no sólo programas educativos para niños mayores de
tres años, sino también servicios de cuidados para los más pequeños. Por otra
parte, y puesto que en ningún país las jornadas escolares de los menores coin-
ciden con las jornadas laborales de los adultos (en el caso de trabajos a tiempo
total), ni siquiera durante el período escolar (Ergas, 1990: 200-201; OCDE,
1990: 309), los programas que nos ocupan también hubieran incluido, por
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3. Las políticas educativas establecidas por el MEC afectaban en 1975 a todo el territorio
nacional. En la actualidad lo hacen en el ámbito de gestión de este Ministerio (el llamado
«territorio MEC»), esto es, en todas las comunidades autónomas salvo las siete que poseen
competencias plenas en materia de educación (Andalucía, Canarias, Cataluña, Galicia,
Navarra, País Vasco y Comunidad Valenciana). Las tasas de escolaridad de ámbito nacional
en los años noventa son, entonces, el resultado de la política educativa del Gobierno central
y de los gobiernos autonómicos con las mencionadas competencias.
ejemplo, una oferta amplia de servicios complementarios en los centros públi-
cos (de comedor y de actividades extraescolares), y una regulación de los cen-
tros privados y de los cuidados domiciliarios, a fin de potenciar este sector y
elevar la calidad de su oferta.
En este artículo argumento que son varios los factores que explican por
qué la igualdad de oportunidades de las mujeres no ha constituido el objeti-
vo fundamental de las políticas de cuidado de los niños en España: 1) las pecu-
liaridades del mercado de trabajo (el alto nivel de desempleo y la baja
participación laboral de la mujer); 2) las características del Estado de bienestar
(si se exceptúan la sanidad y la educación, las prestaciones más importantes
son transferencias monetarias que mantienen un cierto nivel de renta para
quienes ya no participan en el mercado de trabajo, existiendo muy pocos ser-
vicios sociales personales, por ejemplo, los de cuidados); 3) la opinión, com-
partida por amplios sectores de la población, de que los mejores cuidados que
los niños menores de tres años pueden recibir son los proporcionados por sus
madres en el hogar, y, por último, 4) el pasado político autoritario, que indi-
rectamente ha desincentivado que algunos actores (el movimiento feminista
y el feminismo institucional)4 prestasen atención a la maternidad y asuntos
afines (por ejemplo, la crianza de los hijos). El principal propósito de las polí-
ticas que nos ocupan ha consistido en la extensión de la educación en el nivel
previo a la enseñanza obligatoria. Esta meta ha resultado relativamente poco
controvertida, dado el bajo nivel de gasto público en educación antes de los
años setenta, entre otros factores.
Si bien este trabajo se circunscribe a un único país, la experiencia españo-
la es analizada en comparación con la de otros, elegidos por existir acerca de
ellos fuentes secundarias sobre las políticas de cuidado de los niños. Estos paí-
ses (y las investigaciones que de ellos tratan) son Australia (Franway y otros,
1989), Dinamarca (Borchorst, 1990), Estados Unidos (Gustafsson, 1994;
Kahn y Kamerman, 1987), Francia (Jenson y Sineau, 1996), Gran Bretaña
(Borchorst, 1990; Ruggie, 1984; Warner, 1994; Whittingham, 1994), Noruega
(Leira, 1990), Suecia (Daune-Richard y Mahon, 1996; Gustafsson, 1994;
Ruggie, 1984) y los países escandinavos en general (Borchorst, 1990). He uti-
lizado, además, estudios comparativos sobre los países miembros de la OCDE
(Ergas, 1990; OCDE, 1990) o de la Unión Europea (UE) (Moss, 1990).
En la primera parte de este artículo presento las premisas teóricas en que
se basa el argumento explicativo, e identifico ciertas barreras que encuentran
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4. Instituciones cuyo principal cometido es impulsar la formulación y puesta en práctica de
medidas para alcanzar un mayor grado de igualdad entre las mujeres y los hombres, se han
fundado y consolidado en la mayor parte de los países occidentales desde aproximadamente
los años setenta. En numerosas ocasiones, además, se han establecido organismos simila-
res de considerable importancia en los ámbitos regional y/o local. En la literatura de cien-
cias sociales este conjunto de fenómenos se denomina «feminismo institucional», «feminismo
de Estado» o «feminismo oficial» (Stetson y Mazur, 1995). El «organismo de igualdad» más
importante en España de ámbito nacional es el Instituto de la Mujer (Valiente Fernández,
1996).
quienes intentan incluir entre las consideraciones de las élites políticas el obje-
tivo de la igualdad de oportunidades para las mujeres (en el ámbito de la com-
patibilización de las responsabilidades profesionales y familiares). En la segunda
describo sucintamente las características más destacadas de las principales polí-
ticas de cuidado de los niños en España desde 1975. En la última contrasto
las proposiciones teóricas con un análisis de las posiciones y los comporta-
mientos de los principales actores en este área de acción pública. La mayor
parte de las fuentes aquí utilizadas son documentos publicados gubernamen-
tales y de los partidos políticos, legislación, bibliografía y entrevistas persona-
les a miembros de las asociaciones de mujeres, feministas de Estado, líderes de
los departamentos de la mujer de las principales confederaciones sindicales y fun-
cionarios del MEC y del Ministerio de Asuntos Sociales (MAS, desde 1996,
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales)5.
Marco teórico: el origen de las políticas públicas
En todas las sociedades son las mujeres quienes mayoritariamente proporcio-
nan a sus hijos los cuidados que necesitan6, actividad que demanda considerables
dosis de tiempo y esfuerzo. Las exigencias del papel de cuidadora no son nece-
sariamente irreconciliables con las del trabajo extradoméstico, pero quienes
intentan ser trabajadoras y madres simultáneamente se enfrentan al reto de
hacer compatibles los requerimientos de su vida laboral y familiar. Toda polí-
tica pública dirigida a facilitar esta compatibilización puede entenderse como
una medida de igualdad de oportunidades para las mujeres, puesto que poten-
cia su participación laboral7. En el caso español, sin embargo, en el área de
actuación pública relativa al cuidado de los niños, el principal objetivo de las
políticas públicas ha residido en ampliar las oportunidades educativas (en cen-
tros públicos) de los menores de seis años, pero no en promocionar el trabajo
extradoméstico femenino. ¿Por qué ha sucedido así?
Para responder a esta pregunta resultan útiles algunas aportaciones de los
autores que analizan cómo se establece la agenda política (la lista de cuestio-
nes a las que las élites gubernamentales prestan atención en un momento dado
—Cobb y Elder, 1972: 14; Kingdom, 1984: 3). En primer lugar, en esta lite-
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5. A fin de proteger el anonimato de las personas entrevistadas, y tal como acordé con ellas, sus
nombres no aparecen en este trabajo.
6. Por ello, en este artículo me refiero a quienes actúan como principales cuidadores de sus
hijos utilizando el femenino.
7. Estas políticas también se denominan de «igualdad de género». La literatura de ciencias
sociales de orientación feminista habla de «géneros» en vez de «sexos» al denominar a los
hombres y/o a las mujeres en su conjunto, por entender que la palabra «sexos» hace refe-
rencia principalmente a las diferencias físicas entre unos y otras, mientras que el vocablo
«géneros» alude sobre todo a las diferencias de origen social, educativo, cultural y econó-
mico que entre ambos existen, y que, según dicha literatura, son las fundamentales (y no las
de origen biológico).
ratura se afirma que una política pública se instituye únicamente cuando los
decisores políticos perciben una situación como un problema al que deben
intentar dar una solución. En segundo lugar, se propone que en el ámbito polí-
tico la manera en que se definen los problemas condiciona el modo de resol-
verlos (Cobb y Elder, 1972: 30; Dery, 1984: 16-17; Kingdom, 1984: 207;
Nelson, 1984: 13, 23).
En su estudio sobre el establecimiento de la agenda del Gobierno Federal
de Estados Unidos, John Kingdom (1984: 188-191) muestra que para que
nuevos asuntos se incluyan entre los que ocupan la atención de los decisores
políticos, es necesaria la actuación de lo que él denomina «promotores» o «vale-
dores de políticas» (policy entrepreneurs). Los define como individuos que inten-
tan que prevalezcan sus concepciones respecto a cuáles son los problemas que
el Gobierno debe tratar y/o acerca de cuáles son las mejores soluciones para
resolverlos. Caracteriza a estos «valedores» su disposición a invertir en tal empe-
ño ciertos recursos (tiempo, energía, reputación y dinero). Defienden sus pro-
puestas a cambio de recibir beneficios de diverso tipo, tales como la aprobación
final de las medidas que propusieron y apoyaron, la satisfacción derivada de
participar en el proceso de toma de decisiones políticas, o la obtención de un
ascenso profesional. Estos «valedores» se encuentran tanto dentro como fuera
del sistema político concebido en sentido estricto, y son o pueden ser muchos
tipos de personas: políticos, funcionarios, miembros de grupos de presión,
consultores, académicos, etc. En otros lugares también se ha señalado la impor-
tancia de los «promotores» (bien actores individuales o colectivos), a fin de
que nuevos asuntos terminen formando parte de la agenda gubernamental
(Cobb y Elder, 1972: 13; Nelson, 1984: 122).
Si bien la mayoría de los autores realiza estudios de casos en los que la agen-
da política cambia al incluir «nuevas» cuestiones (Kingdom, 1984; Nelson,
1984, entre otros)8, todos insisten en la dificultad que entraña modificar dicha
agenda, debido a razones distintas. En primer lugar, y por obvio que resulte, un
número muy elevado de asuntos forma parte de la misma de modo perma-
nente. Ello obliga a los políticos a decidir sobre muchos problemas en la nada
envidiable situación de escasez de tiempo y de recursos, y a mostrarse nota-
blemente renuentes ante la perspectiva de tener que ocuparse de materias adi-
cionales. En segundo lugar, los «valedores» de nuevas cuestiones pueden no
contar con los suficientes recursos para influir con eficacia en el sector ade-
cuado de la arena política, a fin de convencer a las élites gubernamentales para
que examinen «su» problema e intenten darle «su» solución. Por último, es
posible que no aparezcan «promotores» de un nuevo asunto, ni dentro ni fuera
del sistema político (Cobb y Elder, 1972: 10, 89; Kingdom, 1984: 213).
¿Cuáles son los factores que explican que en algunos casos nadie actúe como
«valedor» de una política pública determinada? La opinión de amplios secto-
res de la población es importante en este sentido; en general, los decisores polí-
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ticos no intentarán enfrentarse a determinados problemas, si buena parte de
los cuidadanos opina que no es prerrogativa de los poderes públicos (sino de la
sociedad) el hacerlo (Cobb y Elder, 1972: 86; Nelson, 1984: 4-5). Desde otra
perspectiva, se han apuntado razones relativas a las características de los nue-
vos asuntos en cuestión. Así, éstos podrán entrar en la agenda política si su
planteamiento y solución son congruentes con la situación económica del país
y/o con la capacidad institucional de un Estado para ejecutarlos. En segundo
lugar, la formulación del problema ha de llevar asociada una o varias solucio-
nes posibles dado que los políticos, a diferencia posiblemente de los académi-
cos, no suelen dedicar tiempo al planteamiento de cuestiones que no pueden
resolver. Por último, la materia ha de poder ser planificada en términos no
controvertidos, a fin de que en torno a ella se genere un consenso acerca de la
oportunidad de la intervención estatal y de la solución proporcionada (con-
senso que posiblemente se traducirá en cotas más altas de aceptación de la ges-
tión del Gobierno por parte de los cuidadanos) (Bachrach y Baratz, 1962: 950;
1963: 632; Kingdom, 1984: 93, 210; Nelson, 1984: 27-29).
En cada área posible de actuación pública, el número de problemas que
los decisores políticos pueden plantear e intentar resolver es muy elevado. Por
ejemplo, en materia medioambiental un Gobierno puede mostrar preocupación
ante lo que considera un tibio compromiso de la población con el manteni-
miento del entorno físico, un alto grado contaminante de las actividades pro-
ductivas, o un escaso número de estudios científicos de calidad sobre el caso.
Dependiendo de cuál de los tres subproblemas decida resolver, este Gobierno
realizará una campaña de sensibilización de la opinión pública acerca de la gra-
vedad del deterioro del mundo natural, prohibirá determinadas actividades
económicas, o subvencionará uno o varios estudios en profundidad sobre la
degradación del ecosistema. Cabe imaginar que los «valedores» de estas tres
subcuestiones competirán entre sí para que en la esfera política termine pres-
tándose atención a «su» problema y poniendose en marcha «su» solución. A
estas aportaciones de la literatura añado la afirmación de que la competición den-
tro de una misma área temática es clave para entender el proceso político por-
que, en ocasiones, el esfuerzo realizado por los gobernantes respecto a uno de
los subasuntos implica que no presten atención a los otros; ello sucederá si,
por ejemplo, declina posteriormente el interés gubernamental por la cuestión
en conjunto, o la actuación de los gobernantes les conduce a pensar que la
intervención estatal en la materia medioambiental es, por el momento, sufi-
ciente. En otras palabras, la existencia de una política pública en determina-
do campo dificulta o impide, a veces, que los decisores políticos formulen
medidas acerca de otros asuntos próximos.
Por otra parte, es importante destacar que, si bien algunas de las obras 
«clásicas» sobre el establecimiento de la agenda gubernamental son trabajos
fundamentalmente teóricos (Bachrach y Baratz, 1962; 1963), la mayoría exa-
mina, además, casos empíricos de procesos de toma de decisiones políticas en
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Nelson, 1984; Schattschneider, 1975 [1960]). No obstante, al analizar un caso
como el español, cabe plantear si la existencia de un régimen autoritario pre-
vio influye en el proceso de formación de la agenda de los futuros gobernan-
tes democráticos. La respuesta es afirmativa, por cuanto nuevos actores políticos
y sociales (algunos de ellos inexistentes o prohibidos en el pasado) plantean
nuevas demandas, algunas de las cuales son consideradas por los gobernantes
del período posautoritario.
Otras dimensiones de la influencia del pasado autoritario en la configuración
de la agenda política resultan menos evidentes. En este sentido, son clarifica-
doras las hipótesis de Nancy Bermeo (1992: 274-281), quien defiende que las
experiencias vividas durante un período autoritario pueden contribuir a que los
decisores políticos y los actores sociales rechacen algunas prácticas y compor-
tamientos fácilmente asociables con el autoritarismo. En esta línea, acuña el
concepto de «aprendizaje político» (political learning), definiéndolo como «el
proceso por el cual las personas modifican sus creencias y tácticas políticas como
resultado de graves crisis, frustraciones y cambios dramáticos en el entorno».
Añade que «el aprendizaje político consiste en el proceso de “desacreditar” anti-
guas creencias». Basándome en estas proposiciones de Nancy Bermeo, argu-
mento que la experiencia autoritaria impide en ocasiones que ciertos actores
democráticos se conviertan en «valedores» de una política pública determina-
da, por ejemplo, si las cuestiones a que se refiere pudieran ser vistas como las
preferidas por las élites políticas no democráticas. Si ello fuera cierto, en otros
contextos nacionales sin un pasado autoritario, dichos actores probablemente
habrían actuado como los «promotores» de la mencionada política.
En las páginas siguientes analizo el caso empírico de las medidas relacio-
nadas con el cuidado de los niños en España en los últimos veinte años. En
primer lugar describo los principales programas en este ámbito de actuación
pública. A continuación, con ayuda de las aportaciones de la literatura sobre el
establecimiento de la agenda política, explico por qué en España se han pues-
to en práctica sobre todo programas en centros educativos públicos, y no otro
tipo de medidas. Examino con especial atención dos cuestiones: si en el ámbi-
to de los servicios para los niños la ejecución de algunos programas ha inhibi-
do la aparición de otros, y si el pasado autoritario ha impedido la movilización
de ciertos actores demandando una política más intensiva.
Políticas públicas de cuidado de los niños
En esta sección describo concisamente las principales medidas de ámbito nacio-
nal relativas al cuidado de los niños menores de seis años en España: la provi-
sión de plazas en centros públicos, las actuaciones dirigidas a los centros privados
(las subvenciones que reciben, las becas públicas de las que se benefician sus
alumnos y la regulación estatal de las condiciones en que estos centros ofer-
tan sus servicios), la ausencia de reglamentación estatal del sector de cuidados
que se proporcionan en los domicilios particulares y, en último lugar, la con-
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dado de sus hijos.
Los centros públicos
La provisión de plazas para mayores de tres años en centros educativos públi-
cos es, con diferencia, la política más importante relacionada con el cuidado
de los niños, tanto por el número de menores beneficiarios de ella, como por
el volumen de recursos empleado para financiarla. La Ley 14/1970 de 4 de
agosto (Ley General de Educación, LGE) incluyó, por primera vez, a los niños
de dos a seis años en el sistema educativo. Esta etapa, denominada «educación
preescolar», se definió como no obligatoria y estaba dividida en dos ciclos: el
jardín de infancia, para niños de dos y tres años, y la escuela de párvulos, para
los de cuatro y cinco años9. Por su parte, la Ley Orgánica 1/1990 de 3 de octu-
bre (Ley de Ordenación General del Sistema Educativo, LOGSE), vigente en
la actualidad, establece que el sistema educativo comprende el período 0-6
años de edad. Esta etapa educativa mantiene su carácter voluntario, y se divi-
de en dos ciclos: el primero, hasta los 3 años de edad, y el segundo, de los tres
a los seis años (CECS, 1994: 380).
La proporción de niños de cuatro y cinco años que en España asiste a cen-
tros educativos públicos (que son gratuitos hoy día) ha venido aumentando
desde 1975. En efecto, si en el curso 1975-1976 uno de cada cuatro niños de
cuatro y cinco años (25%) era alumno de un centro de este tipo10, en el 
de 1992-1993 lo eran ya dos de cada tres (66% y 68%), según puede observarse
en la tabla 1. El porcentaje equivalente de niños de tres años se ha incremen-
tado, si bien no ha alcanzado niveles tan altos, ya que ha pasado del 4% en
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9. El sistema educativo anterior a la LGE, cuyas bases fueron sentadas por la Ley de Instrucción
Pública de 9 de septiembre de 1987, conocida como «Ley Moyano», comprendía tres nive-
les: la primera enseñanza, para niños de seis a nueve años, la segunda enseñanza, de seis
Tabla 1. Tasas netas de escolarización* de niños de 0 a 5 años totales, por edad y tipo
de centro, curso 1992-1993. Fuente: cálculos propios a partir de datos contenidos en
INE (1994: 27, 1995: 5) y MEC (1995: 91).
Edad Total Centros públicos Centros privados
0 años 0,6 0,3 0,3
1 año 2,8 1,3 1,5
2 años 8,7 3,0 5,7
3 años 46,0 24,3 21,7
4 años 97,1 66,1 31,0
5 años 100,0 67,7 33,1
* La tasa neta de escolaridad es la relación entre el alumnado de una edad concreta de la ense-
ñanza considerada respecto a la población de esa edad. (MEC, 1995: 18)años de duración, y la superior (De Puelles Benítez, 1986: 144-146; McNair, 1984: 18).
10. He calculado este porcentaje a partir de los datos contenidos en INE (1977: 101; 1981: 12).
1987-1988 al 24% en 1992-199311. En otras palabras, en los últimos veinte
años las autoridades educativas han expandido notablemente la cobertura de las
medidas que ya existían con anterioridad, esto es, los programas educativos
para niños sobre todo de cuatro y cinco años; lo mismo cabe afirmar, en la
década de los noventa, de los servicios educativos para los de tres años.
En parte como resultado de dicha política, las tasas de escolarización en
centros públicos para niños de cuatro y cinco años son, en la actualidad, ele-
vadas en términos comparativos, lo que no puede afirmarse para los de tres
años (Consejo Escolar del Estado, 1995: 136). Por otra parte, esta creciente
oferta de plazas educativas para niños de tres a seis años en centros públicos
explica que, si bien en el curso 1975-1976 el 38% de los niños menores de
seis años que acudía a un centro lo hacía a uno público, en 1992-1993 el por-
centaje equivalente era el 64%, según puede observarse en la tabla 2. Visto
desde otra perspectiva, a mediados de los años setenta, el sector público ofer-
taba algo más de una de cada tres de las plazas para menores que aún no habí-
an iniciado la escolarización obligatoria, mientras que en la actualidad oferta dos
de cada tres de ellas.
El número de plazas en centros públicos para menores de tres años es suma-
mente reducido. El MEC no gestiona centros con clases para estos niños, dejan-
do la provisión de estos servicios en manos de otras administraciones públicas,
por ejemplo, las corporaciones locales, y de entidades privadas sin fines de
lucro. Pese a que el artículo 11.2 de la LOGSE afirma que el MEC debe esta-
blecer convenios con todas las instituciones y organizaciones citadas, sólo se
ha firmado un número muy reducido de estos convenios (Consejo Escolar del
Estado, 1995: 137; Doz Orrit, 1995: 84). Por lo que se refiere al Ministerio
de Asuntos Sociales (MAS, desde 1996 Ministerio de Trabajo y Asuntos
Sociales), éste ha llevado a cabo algunas políticas relacionadas con el cuidado
de los niños, si bien de mínima importancia en comparación con las del MEC.
El MAS, creado en 1988, no administra centros educativos, pero desde 1991
subvencionaba proyectos organizados por los ayuntamientos (las comunida-
des autónomas habían de cofinanciarlos). El fin de algunos de estos proyectos
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Tabla 2. Alumnado matriculado en enseñanza anterior a la obligatoria por edad y tipo
de centro, España, cursos 1975-76 y 1992-93.
% de alumnos en
Curso Total Centros públicos Centros privados centros públicos
1975-76 920.336 347.026 573.310 38%
1992-93 1.052.488 670.455 382.033 64%
Fuente: MEC (1989b: 37; 1995: 91).11. Estos porcentajes han sido calculados a partir de datos provenientes de INE (1994: 27;
1995: 5) y MEC (1991: 40, 64; 1995: 91).
residía en ofertar plazas en centros, además de otros servicios, a niños de cero
a tres años de edad. El MAS intentaba que de estas y otras medidas se benefi-
ciaran menores cuyas familias se encontraran en situaciones particularmente
desfavorecidas (CECS, 1994: 380-381; Consejo Escolar del Estado, 1995:
102-104; Fernández Sanz, 1990: 9, 17).
Los centros privados
En lo que concierne a los centros privados, el número de los que reciben sub-
venciones del MEC por el hecho de ofertar plazas a niños menores de seis años
ha sido tradicionalmente muy reducido12, si bien esta dimensión de la políti-
ca educativa está cambiando en 1996, con la llegada al poder del Partido
Popular, cuyos líderes políticos han manifestado explícitamente su propósito de
incrementar estas subvenciones (El País, 4 de agosto de 1996: domingo 3; 8
de octubre de 1996: 27). Es preciso resaltar que en los últimos años las auto-
ridades educativas han venido subvencionando preponderantemente centros
privados que ofertan plazas en los niveles de escolarización obligatoria (edu-
cación primaria y educación general básica). Pocos son también los centros
privados que ofertan plazas a niños de cero a seis años que han recibido sub-
venciones del MAS (CECS, 1994: 381-382)13. Por último, el MEC tiene a su
cargo un programa de becas para familias con niños de tres a seis años que asis-
ten a centros privados, si la familia solicita esta ayuda y si el nivel de ingresos
familiares no supera cierto umbral14.
La regulación de las condiciones en que los centros privados ofertan sus
servicios apenas existía, en la práctica, hasta la aprobación de la LOGSE y, en
la actualidad, aún no afecta a la mayoría de los centros. Desde 1990, las con-
diciones mínimas que han de caracterizar a los centros educativos públicos
(por ejemplo, en términos de número de niños por cuidador, o de espacio físi-
co por cada niño) también deben aplicarse a los privados de nueva creación15.
Los centros privados establecidos antes de 1990 disponen de un plazo de diez
años (hasta el 2000) para adecuarse a estos requerimientos mínimos, no sien-
do aún mayoría los que ya lo han hecho. Algunos centros privados ofertan ser-
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12. Por ejemplo, en 1993/1994, en el territorio MEC, 796 centros privados (3.089 unidades)
impartían el segundo ciclo de educación infantil (3-6 años) de acuerdo con los criterios
establecidos por la LOGSE. De ellos, 23 centros (55 unidades), esto es, un 3% de los cen-
tros o un 2% de las unidades, estaban subvencionados (Consejo Escolar del Estado, 1995:
338-339).
13. En este sentido, desde 1989 el MAS ha subvencionado organizaciones no gubernamenta-
les sin ánimo de lucro que gestionaban proyectos dirigidos a niños menores de seis años,
algunos de los cuales eran escuelas infantiles (Fernández Sanz, 1990: 8-9).
14. Durante el curso 1993-94 el número de niños que en el territorio nacional recibió estas
becas fue de 39.397; la cuantía media de las becas ascendió a 44.845 pesetas (Consejo
Escolar del Estado, 1995: 270-280).15. Estas condiciones mínimas quedaron fijadas por el Real Decreto 1.004/1991 de 14 de
junio.
vicios de calidad excelente, si bien muchos otros habrían de cerrar sus puertas
si fueran obligados a adaptarse inmediatamente a las condiciones mínimas
(Doz Orrit, 1995: 84). En suma, si comparamos la experiencia española con la
de otros países desarrollados (Whittingham, 1994), en el nuestro la regla-
mentación estatal de este sector está teniendo lugar de manera más laxa y en un
momento más tardío (CECS, 1994: 381).
El sector domiciliario
Por lo que se refiere al sector domiciliario, apenas está en España regulado por
el Estado, a diferencia de otros países, como Estados Unidos (Kahn y
Kamerman, 1987: 203-42), Francia (Jenson y Sineau, 1996: 11-12) o Gran
Bretaña (Warner, 1994), si bien es éste un ámbito en el que la práctica suele
escapar, en buena medida, a la regulación por parte de las autoridades (OCDE,
1990: 303). No está reglamentada, por ejemplo, la cualificación que los cui-
dadores han de poseer, ni el número máximo de niños por cuidador, ni las
condiciones físicas de la vivienda. En España, las disposiciones legislativas que
afectan a estos cuidadores son las relativas al servicio doméstico, las cuales defi-
nen la condición laboral de los empleados de hogar como trabajadores, esto
es, fijan aspectos tales como el salario, el horario de trabajo, las vacaciones o
las cotizaciones a la Seguridad Social. Al igual que en otros países, en España
el servicio doméstico opera en buena medida en el sector sumergido de la eco-
nomía, por lo que estas reglamentaciones se incumplen en un número signi-
ficativo de los casos.
Las exenciones fiscales
Por último, desde 1991, los contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las
Personas Físicas (IRPF) pueden beneficiarse de una deducción de la cuota del
15% de los «gastos de custodia de hijos» menores de tres años (hasta un máxi-
mo de 25.000 pesetas anuales). Los rendimientos netos del sujeto pasivo no
han de superar los 2 millones de pesetas anuales (3 millones en caso de tribu-
tación conjunta) y ambos padres han de trabajar fuera del domicilio familiar.
En el ejercicio fiscal de 1994 (correspondiente a la renta generada en 1993),
106.299 contribuyentes se vieron afectados por esta deducción de la cuota,
cuyo valor medio ascendió a 11.835 pesetas (MEH, 1995: 108). Exenciones fis-
cales de este tipo también se aplican en otros países de la UE, como Portugal,
Francia, Bélgica o Luxemburgo (Moss, 1990: 10), o en Estados Unidos, donde
constituyen desde los años ochenta la medida más importante de ámbito fede-
ral dirigida a ayudar a las familias a sufragar los gastos derivados del cuidado de
los niños (Ergas, 1990: 204-205; Gustafsson, 1994: 56-57; Kahn y Kamerman,
1987: 21; OCDE, 1990: 335-336).
En síntesis, en las dos últimas décadas, la política relacionada con el cui-
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tados y de recursos utilizados para financiarla) ha consistido en la expansión
de las medidas que ya existían, esto es, de los programas educativos en centros
públicos para niños sobre todo de cuatro y cinco años de edad. Como resultado
de ello, el porcentaje de menores que acude a estos centros en dichas edades
es elevado en términos comparativos. Puesto que el sector privado también
oferta un número no despreciable de plazas, la tasa de escolarización de estos
niños en ambos tipos de centros es también destacable. Por el contrario, otras
medidas se han desarrollado bastante menos (la provisión de plazas en centros
públicos para niños menores de tres años, la subvención de centros privados
que ofertan plazas en el nivel anterior a la escolarización obligatoria, la conce-
sión de becas a alumnos que asisten a estos últimos, la regulación de las con-
diciones en que los centros privados prestan sus servicios, o las exenciones
fiscales), mientras que la reglamentación estatal del sector de cuidados domi-
ciliarios no ha tenido lugar. En el siguiente epígrafe exploro algunos de los fac-
tores que explican por qué ha sido ésta y no otra la política de cuidado de niños
en España tras 1975.
Los actores sociales y políticos respecto al cuidado de los niños
Como explico en las páginas siguientes, el caso de las políticas de cuidado de
los niños en la España democrática puede entenderse como una cuestión 
de agenda política. En otros países, ciertos actores (principalmente los grupos
feministas, las feministas de Estado y los departamentos de la mujer de las
principales confederaciones sindicales) han actuado como «promotores» de
una amplia oferta de servicios de cuidado para los niños pequeños, a fin 
de facilitar a sus madres la compatibilización de sus responsabilidades fami-
liares y laborales. En España estos tres actores no se han comportado de tal
modo, en parte por razones relativas al pasado político autoritario. En este
área de actuación pública, los «valedores» de política han sido entonces las
autoridades educativas, quienes han hecho prevalecer su definición acerca de
cuáles eran las cuestiones más acuciantes de este sector a las que el Estado
debía proporcionar una respuesta. En líneas generales, han mantenido que el
mayor problema radicaba en una oferta insuficiente de programas educativos,
en especial de aquéllos en los que pudieran participar niños procedentes de
familias poco privilegiadas social, económica y culturalmente. Esta definición
del problema ha traído aparejada una solución: el aumento del número de
plazas en centros públicos, esto es, el desarrollo de los programas que para
niños menores de seis años ya existían con anterioridad a 1975. Esta exten-
sión de los programas educativos ha resultado ser una política poco contro-
vertida, dadas la aceptación social de estos programas por parte de amplios
sectores de la población, y sus concepciones acerca de que la mejor manera
de cuidar a los niños menores de tres o cuatro años es en el ámbito familiar. Esta
política ha sido congruente con el funcionamiento del mercado de trabajo
español (en el que existe una gran escasez de puestos de trabajo) y con las
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sonales, entre ellos los de cuidados).
A continuación examino las posiciones de distintos actores en el área de la
política del cuidado de los niños. Trato, en primer lugar, de los que han per-
manecido en buena medida inactivos en este ámbito (el movimiento feminis-
ta, el feminismo institucional y los departamentos de la mujer de las principales
confederaciones sindicales). Analizo después la posición de los distintos par-
tidos políticos en el tema que nos ocupa, para finalizar con un examen de la
gestión de las autoridades educativas.
El movimiento feminista, el feminismo institucional y los departamentos 
de la mujer de las confederaciones sindicales
En cuanto al movimiento feminista en España durante los últimos veinte
años16, no ha incluido un incremento de la oferta pública de servicios de cui-
dados de los niños en su lista de reivindicaciones más urgentes, si bien su retó-
rica sí ha enfatizado la importancia de esta reivindicación. Es preciso destacar
que, en este sentido, España no ha sido tan peculiar, puesto que algo similar ha
sucedido en algunos países, por ejemplo los nórdicos o Gran Bretaña (Borchorst,
1990: 174-75), si bien no en otros, como Francia (Stetson, 1987: 139). Es
más, en muchos países, los servicios creados y gestionados por las feministas
para ser utilizados por ellas mismas o por otras mujeres han consistido, nor-
malmente, en gabinetes de planificación familiar, despachos de asesoramiento
jurídico (por ejemplo, para casos de separación o divorcio), así como refugios
para mujeres maltratadas y otros servicios dirigidos a víctimas de la violencia.
Los centros de cuidados para niños, sin embargo, casi nunca han sido esta-
blecidos por las militantes de este movimiento (Franzway y otros, 1989: 65).
Por otra parte, el bagaje teórico de muchas feministas ayuda a explicar por
qué no incluyeron una más amplia oferta pública de servicios de cuidado de
los niños en la lista de demandas prioritarias. Las militantes españolas han rea-
lizado muy pocas aportaciones a la teoría feminista internacional, y han adqui-
rido la mayor parte de sus premisas teóricas leyendo traducciones de algunas
obras escritas por autoras de otros países (Threlfall, 1985: 59-60). En general,
a principios de los años setenta, la maternidad era ignorada por los escritos
feministas internacionales, con la subsiguiente indiferencia hacia todo lo rela-
cionado con el cuidado de los niños. Más adelante, a mediados de esa déca-
da, dicha literatura reflejó un interés creciente por la maternidad, no obstante
lo cual, contenía únicamente referencias bastantes confusas acerca de las nece-
sidades de los niños, y pocas y vagas propuestas sobre cómo organizar en la
vida diaria su cuidado (Franzway y otros, 1989: 61). Las feministas españolas,
influenciadas por estas teorías internacionales (y por otras posteriores muy
similares), no han considerado (ni siquiera en nuestros días) el cuidado de los
menores como un asunto de gran importancia, sobre el que mereciera la pena
reflexionar y debatir en profundidad. Esta indiferencia teórica se ha traduci-
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(1985) y siete entrevistas en profundidad realizadas para Valiente Fernández (1996).
do en inacción en términos políticos. Así, en la práctica, y pese a la consigna
del movimiento de «lo personal es político», la cuestión del cuidado de los
hijos se ha terminado considerando un asunto privado que, llegado el momen-
to, cada mujer (o cada pareja) había de resolver por sí misma.
Si bien las afirmaciones contenidas en párrafos anteriores podrían apli-
carse en cierta medida al movimiento feminista de muchos países de nuestro
entorno, un factor histórico específico, el régimen político autoritario de
derechas, contribuye a explicar por qué las feministas españolas no han actua-
do como «promotoras» de una amplia política de cuidado de los niños. En pri-
mer lugar, es importante tener presente que la existencia del período franquista
significó que, desde 1975, el movimiento feminista en España ha debido
perseguir un número más elevado de objetivos que en otros países, donde
algunos de ellos ya se habían alcanzado. Estas metas consistían, entre otras,
en la equidad de derechos políticos para los ciudadanos de ambos sexos, la
igualdad de hombres y mujeres ante la ley, las reformas en el área de los dere-
chos reproductivos (tales como la despenalización de la comercialización y
publicidad de los anticonceptivos o la legalización del aborto), una ley del
divorcio y el castigo de la violencia sexual. En este contexto, la mejor estra-
tegia ha consistido en proponer únicamente algunas demandas, sobre todo si
se tiene en cuenta que el movimiento de mujeres en España, en compara-
ción con el de otros países de nuestro entorno, es más débil por lo que se
refiere a su número de militantes y simpatizantes, su grado de visibilidad en
los medios de comunicación, y su capacidad para iniciar debates públicos
de gran audiencia.
En segundo lugar, al no luchar por obtener una mayor oferta de servicios
para niños, las feministas estaban rechazando en España, en mayor medida que
en otros países, un pasado sumamente problemático. La doctrina oficial del
régimen franquista definía la maternidad como la principal aportación de las
mujeres a su país y su sociedad, además de afirmar que esta actividad era
incompatible con otras, por ejemplo, el trabajo extradoméstico (Nash, 1991:
160). Como en tantas otras cuestiones, el discurso del régimen autoritario
fue matizándose en sus últimos años, pero nunca dio en esta materia un giro
radical. Es preciso destacar que fue en los años setenta cuando se fundaron
muchos grupos feministas, y que junto con otras organizaciones políticas
(ilegales) participaron en la oposición al régimen franquista (Scanlon, 1990:
94). Lo último que resultaba atractivo para estas militantes después de 1975
era prestar atención a la maternidad y cuestiones afines. La tarea pendiente de
la liberación de las mujeres fue entendida entonces de manera dual: en tér-
minos de un aumento de su participación en determinadas esferas, tales como
el mercado de trabajo o el poder político, además de como una consecución
de derechos individuales, por ejemplo, el del control de la capacidad repro-
ductiva. Esta definición eludía cuidadosamente el lugar de la maternidad y
del cuidado de otras personas en las vidas de las nuevas mujeres emancipa-
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España desde la segunda década de los años setenta. La principal institución
de este tipo de ámbito nacional es el Instituto de la Mujer (IM), creado en
1983, por lo que analizo su posición en el área de políticas de cuidado de los
niños17.
En otros países, por ejemplo, Australia, desde las instituciones feministas se
ha ejercido presión sobre las autoridades, a fin de que las mencionadas políti-
cas fueran más generosas (Franzway y otros, 1989: 59-60). No ha sucedido lo
mismo en España, donde plantear esta reivindicación no ha formado nunca
parte de las prioridades del IM18.
Las feministas de Estado en España han ignorado el asunto del cuidado de
los niños por las mismas razones que lo han hecho las activistas del movimiento
de mujeres: el elevado número de demandas que habían de avanzar; su prepa-
ración teórica (que les ha llevado a prestar poca o ninguna atención a la mater-
nidad y a cuestiones con ella relacionadas); y el intento de distanciarse lo más
posible de los temas que pudieran asociarse con el pasado político no demo-
crático.
Posiblemente haya influido también en esta posición de indiferencia ante
el problema colectivo del cuidado de los niños la situación laboral de buena
parte (aunque no de la totalidad) de las feministas institucionales. La labor de
compatibilización de las responsabilidades familiares y profesionales es, sin
duda, ardua para la mayoría de las mujeres que realizan trabajo extradomésti-
co. Sin embargo, en comparación con el resto de las mujeres, las feministas de
Estado gozan de un estatus profesional que les ayuda a simultanear con mejor
fortuna ambas obligaciones. Ello es así debido a que perciben un salario algo
más elevado (que en algunos casos les permite contratar servicio doméstico) y
trabajan en el sector público, donde, en líneas generales y con importantes
excepciones, algunos derechos de los trabajadores (por ejemplo, las bajas de
maternidad/paternidad, las excedencias por cuidado de hijos, o la hora de
ausencia del trabajo por lactancia de un hijo menor de nueve meses) se respe-
tan en la práctica más que en el sector privado. Un argumento similar (aun-
que con matices) podría elaborarse con respecto a las militantes del movimiento
feminista, ya que la mayor parte de ellas pertenece en España, al igual que en
muchos otros países, a la clase media, por lo que cuenta con más recursos que
las mujeres de extracción social más baja a la hora de resolver, a título indivi-
dual, el problema del cuidado de sus hijos.
116 Papers 53, 1997 Celia Valiente Fernández
17. Los dos documentos programáticos más importantes del IM son los planes para la igual-
dad de oportunidades de las mujeres (IM, 1987, 1993b), los cuales, junto con las memorias
de actividades del IM (IM, 1986, 1988; 1989; 1990b; 1991; 1992; 1993a; 1994), y dieci-
siete entrevistas en profundidad realizadas en el organismo de igualdad para otro trabajo
(Valiente Fernández, 1996), constituyen las principales fuentes para la redacción de este
epígrafe.
18. Uno de los principales cometidos del IM reside en impulsar políticas de igualdad de opor-
tunidades. Es importante entender que en la mayor parte de los casos el IM no formula ni
pone en práctica por sí mismo dichas medidas, puesto que no tiene competencias ni recur-
sos suficientes para ello. Normalmente, el IM presiona a otras instituciones para que esta-
blezcan políticas de igualdad.
Por lo que se refiere a los departamentos de la mujer de las principales
confederaciones sindicales (UGT y CCOO), sus miembros han expresado
públicamente su preocupación ante las dificultades que encuentran muchas
mujeres para cumplir con los requerimientos derivados del trabajo extrado-
méstico y de la crianza de sus hijos. Asimismo, han destacado que parte del pro-
blema reside en la escasez de servicios públicos de cuidado de niños de calidad
y de coste asequible, y han instado (sobre el papel, véase infra) a las autori-
dades a que expandan la oferta existente19. No resulta sorprendente que estas
feministas sindicales (a diferencia del feminismo oficial o de las militantes del
movimiento) hayan abordado estos asuntos, puesto que están, por lo gene-
ral, más en contacto (y de una manera más directa) con el común de las tra-
bajadoras y sus problemas.
No obstante lo anterior, en general, estos departamentos sindicales en la
práctica tampoco han presionado activamente y de manera eficaz a las élites
políticas en el ámbito nacional para que extendieran las medidas ya existentes
sobre el cuidado de los niños, o establecieran otras nuevas. Tampoco han inclui-
do reivindicaciones en esta dirección al participar en la negociación colectiva,
por ejemplo, solicitando la creación de centros de cuidados para niños adjun-
tos a las empresas donde las madres (o los padres) trabajan, o la implantación
de ayudas monetarias como complemento del salario de los progenitores que
incurren en gastos por la custodia de niños.
Son dos los factores que explican esta disonancia entre el ideario de estos
departamentos y sus modos de proceder: por una parte, al igual que en el caso
de las militantes del movimiento de mujeres y de las feministas de Estado, el alto
número de tareas pendientes; por otra, la poca importancia relativa de estos
departamentos dentro de las confederaciones sindicales. Esta posición de debi-
lidad se refleja, entre otros aspectos, en el bajo número de personas emplea-
das en ellos o en su escasa capacidad de incluir en el discurso y las prácticas de
toda la confederación sindical cualquier asunto relativo a la desigualdad entre
los trabajadores de ambos sexos. Tanto es así que, incluso si todas las sindica-
listas feministas hubieran estado de acuerdo en la importancia de la cuestión del
cuidado de los niños, y hubieran aunado fuerzas en la demanda de medidas
más generosas en este ámbito (lo que no ha sucedido), hubieran tenido que
negociar, en primer lugar, no con los empresarios o con las élites políticas, sino
con los propios sindicalistas.
Permítaseme ilustrar esta última afirmación haciendo referencia a la nego-
ciación colectiva. Para la mayor parte de los líderes sindicales, los asuntos más
importantes en la negociación con los empleadores han sido y son, sobre todo,
los incrementos salariales, la reducción de los horarios y la estabilidad en el
empleo (Pérez Díaz y Rodríguez, 1994). Las cuestiones relativas a la equiparación
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19. Ello se desprende de las fuentes primarias escritas consultadas (Secretaría Confederal de 
la Mujer de CCOO, 1993a; 1993b) y de las entrevistas a dos líderes del Departamento 
de la Mujer de UGT realizadas para este trabajo.
de los trabajadores de ambos sexos, por ejemplo las ayudas que los empleado-
res pudieran conceder a los asalariados en materia de cuidado de sus hijos, ni
siquiera se mencionan cuando se prepara y negocia un convenio. Muy pocas
veces, generalmente en el caso de que alguna sindicalista feminista participe
en el proceso, se incluye alguna referencia a tales temas, asegurándose el resto
de los representantes sindicales que será una de las primeras reivindicaciones que
se abandonen, a fin de obtener logros en las materias consideradas priorita-
rias20. En este sentido, España contrasta con otros países, por ejemplo, Suecia,
donde las principales confederaciones sindicales han impulsado, junto con las
élites políticas, una extensa oferta pública de servicios de cuidados para niños
(Daune-Richard y Mahon, 1996: 12-17).
En suma, en general, ni las asociaciones de mujeres, ni el feminismo insti-
tucional, ni los departamentos de la mujer de las confederaciones sindicales
han actuado, en la práctica, como «valedores» de una amplia política de ser-
vicios de cuidado de los niños. Por otra parte, la literatura sobre el estableci-
miento de la agenda insiste en que es más probable que un asunto sea incluido
en la lista de cuestiones a las que las élites gubernamentales prestan atención
cuando amplios sectores de la población creen que el Estado debe intervenir en
la materia, y cuando las posibles soluciones al problema son congruentes con
la situación económica del país o con la capacidad institucional del Estado
para enfrentarse a este tipo de cuestión. A continuación explico que, en el caso
español hubiera sido dificultoso para cualquier actor plantear la demanda de una
oferta más amplia de servicios públicos de cuidados para niños (entendidos
como medidas que facilitan que sus madres compatibilicen sus obligaciones
profesionales y familiares), dadas las características del Estado de bienestar (que
oferta pocos servicios sociales), la situación del mercado de trabajo (donde
existe un exceso de oferta de mano de obra) y las opiniones de muchas perso-
nas acerca de la mejor forma de cuidar a los niños pequeños (los cuidados
maternos proporcionados en el hogar).
Por lo que respecta al Estado de bienestar, desde sus orígenes ha sido un
sistema contributivo y profesional, esto es, financiado predominantemente
con las cotizaciones de los trabajadores y sus empleadores. Salvo la sanidad y la
educación (dos excepciones muy importantes), la mayor parte de sus presta-
ciones son transferencias monetarias para mantener un cierto nivel de renta
de aquéllos que, habiendo participado en el mercado de trabajo (y contribui-
do a la financiación del sistema), ya no lo hacen por diversas circunstancias
(paro involuntario, jubilación, enfermedad o invalidez, principalmente). En
términos comparativos, muy pocos beneficios consisten en servicios sociales
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20. La indiferencia de las confederaciones sindicales hacia las políticas de cuidado de los niños
se refleja, por ejemplo, en el silencio de la mayoría de los documentos sindicales ante estas
cuestiones. He consultado las resoluciones de los congresos confederales de CCOO y UGT
celebrados en la última década, y he encontrado muy pocas referencias a este tipo de medi-
das (CCOO, 1984; 1988; 1991; UGT, 1986; 1990; 1994).
personales, entre los que se encuentran los de cuidados (Esping-Andersen,
1990; 1995; Guillén, 1992; 1996)21.
En cuanto a la situación del mercado de trabajo, cabe destacar que en paí-
ses como Suecia a finales de los años sesenta y principios de los setenta
(Gustafsson, 1994: 51; Ruggie, 1984; Daune-Richard y Mahon, 1996: 10),
Dinamarca (Borchorst, 1990: 172) o Noruega (Leira, 1990: 140-143), la esca-
sez de trabajadores, junto con otros factores, se encuentran (en distinto grado)
en el origen de una extensión de la provisión pública de servicios de cuidados
para niños, a fin de facilitar el empleo de las mujeres casadas con hijos. Éstas
constituían la reserva más importante de mano de obra, una vez que se hubo
excluido el empleo de un alto número de trabajadores inmigrantes. Esta falta
de trabajadores disponibles ha sido absolutamente desconocida en España en
los últimos veinte años.
En la actualidad, la tasa de actividad femenina en España (35%) es, junto
con la de Grecia y después de la de Italia (34%), la segunda más baja de toda
la UE, situándose diez puntos por debajo de la media europea (45%). La tasa
de ocupación femenina es en España (25%) la más baja en la UE, a catorce
puntos de distancia del valor medio europeo (39%). Es más, la tasa de paro
femenino en nuestro país (30%) no sólo es la más alta de toda la Unión, sino
que asciende prácticamente el doble de la siguiente más alta (16%, corres-
pondiente a Italia y Finlandia) y a más del doble de la media de la UE (12%)
(Eurostat, 1996: 8-9; datos de 1995)22. Ello significa, de un lado, que el mer-
cado de trabajo en España no proporciona a las autoridades ningún incenti-
vo para que pongan en práctica medidas que contribuyan a incrementar la
participación laboral de la mujer, al no demandar más trabajadores. De otro
lado, y a diferencia de lo que sucede en otros países, la baja tasa de ocupación
femenina se traduce en que un número elevado de mujeres está dispuesto a
trabajar como empleadas de hogar, realizando las tareas domésticas y cuidan-
do los niños de familias de clase social superior a la suya. Esta baja tasa impli-
ca, además, que muchas mujeres que no realizan trabajo extradoméstico pueden
ofrecerse para cuidar a los niños de otras mujeres de su familia (normalmente
más jóvenes que ellas).
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21. Según Esping-Andersen (1995: 2), en el Estado de bienestar de España y de algunos otros
países (Italia, Francia, Alemania Occidental, Austria, Bélgica y Portugal), a principios de
los años noventa aproximadamente la décima parte de los recursos se dedicaba a servicios
sociales (excluidos los servicios sanitarios), mientras que este porcentaje ascendía a un ter-
cio en el de los países nórdicos.
Si se excluyen los servicios sanitarios, los servicios sociales incluyen, entre otros pro-
gramas, los relativos al cuidado (en centros) de los niños, ancianos y minusválidos, servi-
cios dirigidos a la juventud y cuidados domiciliarios, pero también prestaciones relacionadas
con el empleo, por ejemplo, programas de rehabilitación.
22. La tasa de actividad es la proporción entre la población activa y la población total en edad
de trabajar. La tasa de ocupación es la proporción entre la población ocupada y la pobla-
ción total en edad de trabajar. La tasa de paro es la proporción entre el número de parados
y el de activos (ocupados más parados).
Por lo que se refiere a las concepciones de la población acerca de cuál es el
mejor tipo de crianza de los niños muy pequeños, existe evidencia que docu-
menta la amplia aceptación de dos creencias, cuya veracidad es desmentida
por numerosas investigaciones (Marsiglio, 1995: 7): en primer lugar, que los cui-
dados maternos resultan indispensables para los niños, al menos durante sus
primeros años de vida; en segundo lugar, que las mujeres poseen un instinto
natural del que carecen los hombres para proveer tales cuidados. De ambas
creencias se deriva la opinión de que los padres (o los trabajadores especializa-
dos en cuidar a menores), pueden ayudar en la crianza de los niños, pero en
absoluto compartirla en pie de igualdad con sus madres (Aguinaga Roustán y
Comas Arnau, 1991: 33; De Pablo Masa, 1976: 377-382; Escario y otros,
1987: 84-88; Iglesias de Ussel, 1984: 8-10; INNER, 1988: 54).
Visto lo anterior, no resulta difícil entender que muchas personas en España
opinen que el trabajo extradoméstico de las madres es perjudicial para sus hijos
(De Pablo Masa, 1976: 375-376; Escario y otros, 1987: 55; INNER, 1987:
54; Juste Ortega y otros, 1991: 38-39). Por ejemplo, en una encuesta llevada
a cabo en 1990, más de la mitad de la población española adulta de ambos
sexos (55%) declaraba estar de acuerdo con la proposición de que es probable
que los niños menores de seis años sufran si sus madres trabajan fuera de casa.
Cuando la pregunta se refería no ya a los menores de seis años sino a los hijos
de cualquier edad, el nivel de aceptación del trabajo de la mujer aumentaba, ya
que el 61% asentía ante la afirmación de que «la madre que trabaja puede tener
una relación tan cálida y segura con sus hijos como una que no trabaja» (Alberdi
y otros, 1994: 98-101).
Es en este contexto en el que debe entenderse la profunda desconfianza de
muchos españoles hacia los centros donde se cuida a los niños, los cuales cons-
tituyen, para una considerable proporción de padres y madres, una de las opcio-
nes menos preferidas para sus hijos, sobre todo si no han cumplido los dos o
tres años. El cuidado maternal es, según una inmensa mayoría de individuos,
la mejor solución. Si la madre no permanece día y noche en el hogar a cargo de
sus hijos, la segunda mejor opción para un buen número de españoles (a bas-
tante distancia de la primera) resulta ser la más parecida a la presencia a tiem-
po completo de una madre ama de casa: bien el empleo de otra mujer,
normalmente de clase social inferior, que sustituye a aquélla (para las parejas sufi-
cientemente acomodadas que pueden pagar dichos servicios); bien que los
niños españoles sean cuidados por las abuelas y, en menor proporción, por
otros, parientes femeninos (Aguinaga Roustán y Comas Arnau, 1991: 33, 35,
170-172; De Miguel, 1994: 820; Escario y otros, 1987: 89-94; Juste Ortega y
otros 1991: 43-44; Tobío, 1996: 93-95). Aquéllas se encuentran frecuente-
mente disponibles para encargarse de sus nietos, ya que muchas son amas de casa
y viven cerca de sus hijos (De Miguel, 1994: 804-805).
Las ideas acerca de la importancia de los cuidados maternos y de los dones
naturales de las mujeres para proporcionárselos a sus hijos (de las que se deri-
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éstos), junto con la profunda desconfianza hacia los servicios ofertados por
centros infantiles, no son privativas de España, sino que existen en otros paí-
ses (Gerson, 1988: 121-124), aunque están más extendidas en el nuestro.
Constituyen una barrera casi imposible de franquear para cualquier actor que
intentara incluir la demanda de más servicios de cuidados infantiles en la agen-
da política gubernamental.
Los partidos políticos
La mayoría de los líderes políticos y de los altos cargos de libre designación
son miembros de los partidos políticos que forman el Gobierno (y el grueso
de la oposición), o se encuentran próximos a éstos. Por otra parte, los parti-
dos son importantes vehículos de formación de la agenda política, puesto que
recogen en sus programas electorales (a veces con mucha ambigüedad) cues-
tiones que son importantes para ciertos sectores de la población (Cobb y Elder,
1972: 91), y a los que tal vez se dedicarán atención una vez en el Ejecutivo, o
ejerciendo la oposición. Por estas dos razones, analizo en las páginas siguientes
los programas de los partidos que han constituido el Gobierno y/o la principal
fuerza de la oposición en las últimas dos décadas: Unión de Centro Democrático
(UCD), el Partido Popular (PP, previamente bajo los nombres de Alianza
Popular, Coalición Democrática y Coalición Popular —AP, CD, CP) y el
Partido Socialista Obrero Español (PSOE). Presto especial atención a este últi-
mo, por haber formado Gobierno durante cuatro legislaturas. En general, en
los programas de todas las formaciones políticas aparece la propuesta de incre-
mentar la oferta educativa para los menores de seis años, mientras que, con
excepciones, está ausente la de aumentar los servicios de cuidado de niños, 
con el fin de incentivar la participación laboral de sus madres.
Por lo que se refiere a UCD, el programa electoral de 1977 no contenía
ninguna referencia a las cuestiones que nos ocupan. El de 1979 afirmaba, en la
sección de educación, que la correspondiente al nivel preescolar (y de carác-
ter gratuito) había de extenderse a todos los de cuatro y cinco años (UCD,
1979: 35). Si bien estos objetivos programáticos no se pusieron en práctica en
toda su extensión en el período en el que este partido gobernó, merece ser des-
tacado el hecho de que, ya a finales de la década de los setenta, las medidas
dirigidas a los menores de seis años se entendían desde esta formación políti-
ca como una extensión de los programas educativos existentes.
En cuanto al PSOE, el tratamiento de las medidas de cuidado de los niños
realizado en sus programas electorales y en las resoluciones de sus congresos
federales es algo más complicado que en el caso de UCD. En la sección de
educación ambos tipos de documentos contienen compromisos de desarrollar
programas educativos para menores de seis años. Las experiencias educativas
previas a la escolarización obligatoria se entienden en estas fuentes como herra-
mientas para disminuir las desigualdades entre las clases sociales. De acuerdo
con estas premisas, si las plazas en los centros públicos fueran ocupadas por
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y culturales, estos programas educativos les proporcionarían una preparación
suficiente para iniciar en buenas condiciones la etapa educativa obligatoria,
además de servir para limar las diferencias entre estos menores y los prove-
nientes de familias con más recursos. Las fuentes del PSOE aquí examinadas
reflejan, en este sentido, la confianza depositada por los líderes y las bases de esta
formación política en el sistema educativo como mecanismo capaz de reducir
las desigualdades sociales (PSOE, 1979a: política sectorial 90, política muni-
cipal 8; 1981: 91, 277-279; 1982: 23-24; 1984: 66; 1986: 61, 63; 1988: 44;
1989: 29-30; 1990: 109; 1993: 29; 1996: 51-53).
Los documentos del PSOE contienen también, aunque en menor núme-
ro, referencias a los servicios de cuidado de los niños en las secciones de igual-
dad de oportunidades para las mujeres (PSOE, 1976: 19; 1979a: política
sectorial 19-20; 1979b: 22; 1981: 233; 1982: 29; 1989: 66; 1990: 61, 109;
1993: 59; 1996: 66-67). A primera vista, estas referencias llaman la atención,
si se piensa que en este partido, al igual que en los socialdemócratas de otros paí-
ses, los dirigentes y los militantes de base se han preocupado tradicionalmen-
te más por la desigualdad entre las clases sociales que por la existente entre los
hombres y las mujeres. Estas menciones han resultado de las presiones de las
feministas socialistas, quienes paulatinamente habían venido ganando estatus
organizativo dentro del partido23. Consiguieron introducir en los textos pro-
gramáticos compromisos acerca de la extensión de los servicios de cuidados
para los niños, entendidos éstos como medidas que favorecían la igualdad de
los individuos de ambos sexos.
La inclusión de una declaración de intenciones en el programa electoral de
un partido, sin embargo, no significa que vaya a llevarse a la práctica automá-
ticamente, en caso de acceder al Gobierno. De hecho, las feministas socialistas
apenas presionaron con posterioridad para que los compromisos citados se
cumplieran, de modo que los correspondientes a los menores de tres años han
resultado ser sobre todo retóricos.
La disposición de las feministas del PSOE a insistir en que los textos pro-
gramáticos del partido incluyeran menciones al problema del cuidado de los
niños (como a cualquier asunto que pudiera relacionarse de manera directa o
indirecta con la igualdad de oportunidades de las mujeres), sin preocuparse
posteriormente de que algunas de estas referencias se convirtieran en políticas
sustantivas, reflejaba la ambivalencia de las militantes feministas del PSOE
con respecto a los asuntos de la maternidad y del cuidado de los niños. Esta
actitud era compartida con las activistas del movimiento de mujeres y con las
feministas de Estado.
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23. Así, en 1976 formaron el colectivo «Mujer y Socialismo». En un principio era poco más
que un círculo de estudio y de debate dependiente de la Secretaría de Formación. En 1981
uno de sus miembros, Carmen Mestre, fue elegida vocal de la Comisión Ejecutiva Federal
del partido, y otras la siguieron en años posteriores. Finalmente, en diciembre de 1984,
lograron que «Mujer y Socialismo» se convirtiera en una Secretaría Ejecutiva de la Comisión
Ejecutiva Federal (Threlfall, 1985: 48-49). Alusiones a la política de cuidado de los niños
aparecen en Bustelo (1980: 1-2, 14, 17-19), PSOE/Mujer y Socialismo (1980) y
PSOE/Secretaría de Formación (1977: 11), entre otros.
Una de las líderes de la Secretaría Ejecutiva del PSOE mencionada en la
nota anterior, Matilde Fernández Sanz, quien también había dirigido ante-
riormente el departamento de la mujer de UGT, fue nombrada Ministra de
Asuntos Sociales en 1988, cuando se creó el Ministerio. Uno de los propósitos
del mismo consistía en desarrollar políticas dirigidas a ciudadanos en situa-
ciones especialmente desfavorables, como los inmigrantes o los minusválidos.
No resulta sorprendente que el MAS apenas desempeñara un papel activo en
el área de los servicios de cuidados para los menores, como sí lo han hecho
ministerios similares en otros países, por ejemplo, Francia (OCDE, 1990: 340)
o Gran Bretaña (Warner, 1994: 27).
Respecto al PP, sus programas electorales han venido proponiendo una
extensión de los servicios educativos anteriores a la etapa obligatoria ya exis-
tentes, incluyéndose estos compromisos programáticos en el epígrafe de polí-
tica educativa (PP, 1977: 31; 1979: 45; 1982: 104-105; 1986: 9; 1989: 10;
1993: 56-58; 1996: 98-99) y, en mucha menor medida, en los relativos a la
igualdad de oportunidades para las mujeres (PP, 1993: 81; 1996: 187-189) o
al apoyo a la familia (PP, 1979: 37; 1982: 135; 1989: 29; 1996: 181-182).
Las autoridades educativas24
Según he explicado con anterioridad, la principal política pública de nivel
nacional en el ámbito que nos ocupa ha sido la extensión de los programas
educativos ya existentes con anterioridad a 1975, es decir, la ampliación de la
oferta de plazas en centros públicos sobre todo para niños de cuatro y cinco
años de edad. Los decisores políticos en el área de educación han concebido
las experiencias de los niños en centros educativos como beneficiosas para ellos,
entre otras razones, porque desarrollan su sociabilidad y su potencial para el
aprendizaje en el futuro.
Las autoridades educativas han sostenido que las experiencias educativas
previas a las obligatorias son especialmente enriquecedoras para los menores
que provienen de las familias más desfavorecidas económica, social y cultural-
mente, hasta el punto de poder compensar, en parte, las diferencias existentes
entre estos menores y los que provienen de familias acomodadas (Boyd-Barrett,
1995: 10; MEC, 1989b: 104). Al aumentar la oferta de plazas en centros esco-
lares públicos (gratuitos en la actualidad), han intentado atemperar el desigual
acceso de los niños de distinta extracción socioeconómica a estos niveles edu-
cativos. En efecto, parece claro que en los años setenta y ochenta, debido, entre
otros factores, a la escasa oferta de plazas en centros públicos, y a la prepon-
derancia del sector privado en este ámbito, la educación preescolar, con fre-
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24. Para analizar el papel de las autoridades educativas me he basado en las siguientes fuentes:
la LOGSE y otros textos legislativos, documentos publicados del MEC, por ejemplo: MEC,
1989a: 103-104, publicaciones escritas por decisores políticos del MEC, por ejemplo:
Marchesi (1990: 34-35), secretario de Estado de Educación, además de entrevistas realiza-
das a tres altos funcionarios en dicho Ministerio.
cuencia, multiplicaba las desigualdades sociales ya existentes. Sucedía así debi-
do a que eran proporcionalmente muchos los niños procedentes de familias
con más recursos quienes participaban en experiencias educativas previas a las
obligatorias (De Puelles Benítez, 1986: 448-449; González-Anleo, 1985: 74;
Medina, 1976: 123; Muñoz-Repiso Izaguirre y otros, 1992: 21-22).
Es preciso destacar que las fuentes educativas consultadas enfatizan que lo
que ofrecen los centros públicos a los menores de seis años son programas edu-
cativos, y en absoluto servicios de guardia y custodia de los niños (que podrí-
an favorecer a sus madres en la tarea de compatibilizar sus obligaciones laborales
y familiares)25. Por ejemplo, en el Libro Blanco para la Reforma del Sistema
Educativo, que contiene los principios básicos de la reordenación puesta en
práctica posteriormente con la LOGSE, se afirma que «en contraposición con
el marcado carácter de guarda y custodia que frecuentemente ha tenido la asis-
tencia de niños en centros extrafamiliares, todo el período previo a la escola-
rización obligatoria debe tener un inequívoco sentido educativo» (MEC, 1989b:
103). Es más, en algunas fuentes se encuentran implícitas dos suposiciones.
En primer lugar, la proposición de que un programa educativo y un servicio de
cuidados constituyen medidas antagónicas e irreconciliables, de modo que un
centro puede ofrecer uno u otro pero no ambos. En segundo lugar, la afirma-
ción de que quienes trabajan en centros educativos públicos son educadores
(para lo que se requiere una formación adquirida en escuelas universitarias o en
facultades) y no cuidadores (función para la que se supone que no se necesita
ningún tipo de preparación especial).
El énfasis puesto en el carácter educativo de los programas anteriores a la
escolarización obligatoria ha inducido a las autoridades ministeriales a reali-
zar en los últimos años, en colaboración con expertos, directores y enseñantes
de algunos centros, un notable esfuerzo por dotar estos programas del conte-
nido pedagógico y de los medios de enseñanza apropiados para niños menores
de seis años, cometido al que han dedicado recursos y atención (De Puelles
Benítez, 1987: 315; MEC, 1989b: 41). De este modo, han intentado distan-
ciarse de un pasado en el que, según su punto de vista, muchos centros públi-
cos y privados eran en realidad simples lugares de custodia de niños que no
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25. Paradójicamente, las referencias a la utilidad que los programas educativos pueden reportar
a las madres de los menores de seis años, en el caso de que éstas realicen trabajo extrado-
méstico, están contenidas en fuentes ministeriales del período franquista, por ejemplo en el
llamado «Libro Blanco» de 1969, que comprendía los estudios preparatorios y las directri-
ces básicas de la futura Ley General de Educación de 1970 (MEC, 1969a: 43, 211; 1969b:
12). Es preciso destacar que los decisores políticos del régimen autoritario erigieron en los
momentos fundacionales del régimen numerosas barreras a la participación de las mujeres
(sobre todo de las casadas) en el mercado de trabajo (por ejemplo, despidos por matrimo-
nio en algunas empresas públicas), si bien desde finales de los años cincuenta las élites polí-
ticas fueron demoliendo paulatinamente la mayor parte de estos obstáculos. Ello no obstante,
si bien la extensión del trabajo extradoméstico de las mujeres terminó siendo tolerada por
las autoridades franquistas, nunca fue considerada un fenómeno deseable, ni, en general,
fue incentivada con políticas públicas (Valiente Fernández, 1994: 155-166).
podían ser atendidos durante esas horas por sus madres, o bien seudoescuelas
primarias, cuyos objetivos y métodos pedagógicos tal vez fuesen los apropia-
dos para niños más mayores, pero en absoluto para los menores de seis años
(MEC, 1989b: 89).
Si la asistencia a un centro educativo es definida en el período democráti-
co como una medida de carácter pedagógico diseñada en beneficio de los meno-
res, es de suyo preguntarse por la edad a la que los niños deberían comenzar
esta experiencia. Las concepciones pedagógicas del pasado la fijaban en torno
a los seis años (De Puelles Benítez, 1986: 447-448). En la actualidad, no exis-
te un acuerdo absoluto acerca de tal cuestión, pero las autoridades educativas
creen que es aproximadamente los tres años, si bien hace dos décadas se pen-
saba que era un poco más elevada, en torno a los cuatro (IM, 1990a; Medina,
1976: 115). En la práctica, esta idea se ha visto reflejada en el establecimien-
to de dos políticas bien diferenciadas: una extensa oferta de plazas en centros
públicos para niños mayores de tres años, y un número muy reducido de ellas
para los más pequeños. Debe añadirse que importantes sectores de la pobla-
ción están de acuerdo con esta idea acerca de la edad a la que los niños deben
comenzar a acudir a centros educativos, como se puso de manifiesto, por ejem-
plo, en una encuesta representativa de ámbito nacional realizada a mujeres con
niños menores de seis años que vivían en ciudades de más de 30.000 habi-
tantes encargada por el Instituto de la Mujer (IM, 1990a: 50-54).
Es necesario estudiar la política educativa dirigida a los niños de hasta seis
años en el contexto de la política educativa general. Durante los últimos vein-
te años cuatro han sido (como mínimo) las cuestiones que las autoridades edu-
cativas han considerado prioritarias (y mucho más importantes que la extensión
de los programas anteriores a la escolarización obligatoria): un nivel del 100%
en las tasas de escolarización para las edades de seis a trece años (período de
escolarización obligatoria hasta 1990), lo que se consiguió a principios de los
ochenta (MEC, 1989b: 32); la transferencia de competencias en materia edu-
cativa a las comunidades autónomas, proceso iniciado en la década de los
ochenta; la política de subvenciones a centros privados que ofertan plazas en
niveles obligatorios de enseñanza en determinadas condiciones, y, por último,
la ampliación de dos años de la etapa educativa obligatoria (14-16 años), obje-
tivo marcado en la LOGSE. Puede afirmarse que la ampliación de la ense-
ñanza previa a la etapa obligatoria no ha constituido una meta preferente de
las autoridades educativas en la década posterior a 1975 (De Puelles Benítez,
1986: 447; MEC, 1989b: 17; Rivière Gómez y otros, 1988: 65), si bien se le
ha concedido más importancia en los últimos diez años26.
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26. Un indicio de ello es la poca atención prestada a la enseñanza de niños menores de seis años
en las publicaciones del MEC. He consultado los 66 números de la Revista de Educación
publicados entre noviembre de 1975 y diciembre de 1995. Cada ejemplar contiene un
número variable de artículos, en torno a quince. En los veinte años estudiados, sólo se publi-
caron deciocho artículos sobre el tema que nos ocupa, no habiéndose dedicado ni un solo
número monográfico al mismo.
Si las cuatro prioridades en materia educativa citadas en el párrafo ante-
rior han desplazado sistemáticamente la extensión de los programas para niños
menores de seis años a la categoría de objetivos secundarios, otros factores han
facilitado su desarrollo. El más importante de ellos es el descenso de las tasas de
natalidad. El menor número de niños ha hecho posible, en primer lugar, que
la meta de escolarizar a todos los comprendidos entre seis y trece años se alcan-
zase con mayor facilidad. De otro lado, al ser también menos los menores de
6 años, han podido ser admitidos en centros públicos en proporciones más
elevadas (Cobo Suero, 1994: 1121; Consejo Escolar del Estado, 1993: 108;
MEC, 1989b: 40; Rivière Gómez y otros, 1988: 70).
Cabe añadir que la extensión de los programas educativos para niños mayo-
res de tres años ha podido incluirse en la agenda política gubernamental debido,
en parte, al carácter no controvertido de esta medida. En efecto, el nivel de gasto
público en educación durante el régimen de Franco había sido muy bajo hasta,
por lo menos, los años setenta. Ha resultado entonces relativamente fácil para
las élites políticas argumentar que este reducido gasto educativo había supuesto
un retraso histórico de España, que se había traducido en una deficiente prepa-
ración educativa de gran parte de la población española, y que tal déficit había
de subsanarse con una creciente oferta de puestos escolares, incluso en los nive-
les no obligatorios. Por otra parte, las instituciones educativas ya estaban en pie,
por lo que sólo se trataba de expandirlas. Lo contrario sucedía para el caso de los
servicios (no educativos) de cuidados de los niños, que prácticamente no habían
sido ofertados por el Estado, por lo que no existían instituciones encargadas de ello.
En cuanto a la igualdad de oportunidades entre los individuos de ambos
sexos, los decisores políticos en materia educativa han entendido que su apor-
tación en esta cuestión de ninguna manera consistía en ofertar servicios de cui-
dados a los niños pequeños para que sus madres trabajaran (una vez que
terminan las bajas de maternidad)27, sino en ofrecer a los alumnos de todos
los niveles una educación no-sexista28. Para el conjunto del sistema educativo
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27. En España, las mujeres que han cotizado a la Seguridad Social al menos 180 días duran-
te los cinco años previos al nacimiento de su hijo, tienen derecho a dieciséis semanas inin-
terrumpidas de baja por maternidad (dieciocho en caso de parto múltiple). Las mujeres
pueden decidir cuándo se acogen a esta medida, con la única condición de que seis sema-
nas sean disfrutadas después del parto. Durante todo el período la madre recibe del Instituto
Nacional de la Seguridad Social un subsidio correspondiente al 100% de la base regula-
dora. Ésta se calcula utilizando el nivel de cotización a la Seguridad Social (que es pro-
porcional al salario) y el período cotizado. La madre tiene derecho al reingreso en el mismo
puesto de trabajo. Desde 1989 (Ley 3 de 3 de marzo), si ambos progenitores trabajan, el
padre puede tomar hasta cuatro de las últimas semanas de la baja de maternidad, en cuyo
caso la madre debe volver al trabajo. El número de hombres que está haciendo uso de este
derecho es sumamente reducido: según datos de la Encuesta de Población Activa corres-
pondientes al último trimestre de 1995, el 99% de los ocupados acogidos al permiso de
maternidad eran mujeres y el 1%, hombres (INE, 1996: 205).
28. El ordenamiento jurídico en materia educativa contiene numerosas referencias a la igual-
dad entre las personas de uno y otro sexo. Por ejemplo, la LOGSE hace con frecuencia
mención a ella (preámbulo, párrafos 2, 5, 13 y 22; arts. 2.3.c, 13.d, 19.d, 57.3 y 60.2).
(incluida la educación infantil) ello ha cristalizado, entre otras actuaciones, en
intentos de erradicar estereotipos sexistas en el material didáctico y en el curri-
culum académico, o en conseguir que niños, adolescentes y jóvenes de ambos
sexos accedan a todo tipo de opciones educativas. En esta dirección, las auto-
ridades educativas han colaborado intensamente con el Instituto de la Mujer,
una de cuyas prioridades desde el momento de su creación ha consistido en
impulsar acciones de igualdad en el ámbito de la educación (IM, 1987: 
41-52; 1993b: 39-54).
Al concentrar sus esfuerzos y recursos en el desarrollo de programas edu-
cativos para niños de cuatro y cinco años y en menor medida de tres, desde
1975 los decisores políticos en materia educativa han supuesto, junto con el
resto de la élite política, que, en general y salvo casos muy excepcionales, del
cuidado de los niños menores de tres años se encargan, de modo exclusivo,
sus familias (esto es, sobre todo sus madres) y no el Estado. Las autoridades
gubernamentales han regulado, más tardía y laxamente que en otros países,
los servicios ofertados por los centros privados, sabiendo que dichos servicios
son cruciales para algunos de los núcleos familiares en los que una madre ama
de casa no está disponible día y noche para encargarse de sus hijos, y no es
sustituida en tal menester por un pariente (generalmente femenino) o por
una empleada de hogar.
Lo mismo puede afirmarse respecto del sector de cuidados proporciona-
dos en los domicilios a cambio de pagos en dinero. Los decisores políticos
dejan enteramente en manos de las familias la responsabilidad de negociar con
los cuidadores las condiciones en que éstos se encargan de los niños. No resul-
ta sencillo explicar por qué ello sucede así en España, donde el grado de inter-
vención del Estado en otros ámbitos, por ejemplo, en el mercado de trabajo, es
considerablemente elevado en términos comparativos. Posiblemente sosten-
gan los decisores políticos que las atenciones que reciben quienes necesitan de
los cuidados de otras personas (por ejemplo, los niños pequeños, pero no sólo
ellos) constituyen una responsabilidad exclusiva de ellas y de sus familiares.
Además, y a la vista de lo expuesto más arriba sobre la definición que las auto-
ridades educativas formulan sobre los servicios ofertados en centros educati-
vos públicos (como programas educativos y no meros servicios de guardia y
custodia), cabe sospechar que opinan que el trabajo de cuidar a los niños puede
ser realizado por cualquiera. Se trataría, pues, de una tarea poco importante, que
no necesita (ni merece) reglamentación estatal.
La implantación de una regulación estatal en el sector domiciliario como las
que se aplican en otros países significaría (en caso de que la regulación se cum-
pliera) que muchos de estos cuidadores no podrían continuar prestando sus
servicios en las condiciones en que actualmente lo hacen. Algunos perderían una
fuente de ingresos que, dado el alto nivel de paro y de subempleo que caracteriza
al mercado de trabajo español, no podrían conseguir empleándose en otra ocu-
pación (CECS, 1994: 371). Ello constituiría, además, un problema de consi-
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encontrar a corto plazo otras alternativas satisfactorias. Por supuesto, a largo
plazo esta reglamentación supondría la eliminación del sector de personas que
se ocupan de niños en condiciones tal vez perjudiciales para estos últimos, aun-
que no está claro quién podría, percibiendo los mismos y no más elevados sala-
rios, reemplazarlas en tales cometidos.
De otro lado, las élites políticas saben que la cultura política de los espa-
ñoles es estatista, y que la población, en general, cree que el Estado debe inter-
venir en numerosos ámbitos de la vida económica y social (Beltrán, 1990:
318-319). Conocen entonces los riesgos que conlleva intervenir en el sector
de cuidados domiciliarios sin aumentar significativamente la oferta de plazas en
centros públicos: cualquier interferencia en el statu quo podría incentivar a los
padres a que se dirigieran a las autoridades en busca de soluciones para el cui-
dado de sus hijos (algo que los decisores políticos en todo momento han desea-
do evitar).
Conclusión
En este trabajo he descrito en términos comparativos las principales políticas
de cuidado de los niños de ámbito nacional en España después de 1975: una
amplia oferta de plazas educativas en centros públicos para niños de cuatro y
cinco años (lo contrario es cierto en el caso de los menores de tres); una regu-
lación estatal de las condiciones en que ofertan sus servicios los centros priva-
dos más tardía y menos detallada que la de otros países; la ausencia de
reglamentación por parte de las autoridades del sector de cuidados domicilia-
rios, y la introducción de exenciones fiscales para algunos de los contribuyen-
tes del IRPF que hayan incurrido en gastos en concepto de custodia de sus
hijos. La continuidad ha caracterizado este área de actuación pública, ya que la
medida más importante antes y después de 1975 ha consistido en la extensión
de los programas educativos en centros públicos para niños de cuatro y cinco
años.
La literatura teórica sobre el establecimiento de la agenda política resulta
útil para analizar las medidas relativas al cuidado de los niños en edad ante-
rior a la de escolarización obligatoria de ámbito nacional en España después
de 1975. La necesidad de establecer servicios de cuidados de los niños a fin de
facilitar que sus madres compatibilicen sus responsabilidades familiares y labo-
rales no se ha incluido en la agenda gubernamental, en parte porque esta cues-
tión no ha contado con «valedores». Los estudios teóricos afirman que es poco
probable que un asunto sea introducido en la agenda, si su solución cuenta
con poca viabilidad económica, no es acorde con la capacidad institucional
del Estado para interferir en la cuestión y si amplios sectores de la población opi-
nan que el Estado ha de mantenerse al margen. Estas proposiciones se confir-
man en el caso que nos ocupa, ya que en las últimas dos décadas no ha existido
escasez sino exceso de oferta de trabajadores en el mercado laboral. Por otra
parte, el Estado de bienestar en España (con las excepciones de la sanidad y la
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de renta para determinados individuos, pero no servicios sociales personales
(entre ellos los de cuidados). Además, son muchos quienes creen que los cui-
dados maternos dispensados en el hogar constituyen la mejor forma de criar
a los niños pequeños.
Esta investigación revela la importancia, en determinados casos, de un fac-
tor poco tenido en cuenta por la literatura teórica: la existencia de un pasado
político autoritario, que desincentive la aparición de «promotores» de una polí-
tica pública. Así, las militantes en el movimiento de mujeres y las feministas
de Estado han evitado representar el papel de «valedoras» de una política de
igualdad de género relativa a los servicios de cuidado de los niños, en parte
por influencia indirecta del período franquista. Debido a la duración del mismo,
en 1975 el número de tareas pendientes en materia de igualdad entre hom-
bres y mujeres era muy elevado, por lo que tuvieron que dejar de lado algu-
nas de ellas. Además, no prestaron demasiada atención a la maternidad y a
cuestiones con ella relacionadas (el cuidado de los hijos, por ejemplo), en un
intento de rechazar el discurso oficial franquista, el cual mantuvo insistente-
mente que la maternidad constituía la principal obligación de las mujeres para
con el Estado y la sociedad.
Nuestro caso de estudio confirma la hipótesis de que el modo de definir
un problema condiciona la solución propuesta para resolverlo. Los decisores
políticos en materia educativa han actuado en este ámbito como los «promo-
tores» de un problema, a saber, de la escasez de oferta de plazas en centros edu-
cativos públicos para niños menores de seis años. Han apoyado también una
solución: el aumento de dicha oferta. Así, han extendido los programas edu-
cativos que ya existían antes de 1975 para niños pequeños. Esta línea de actua-
ción constituía uno de los compromisos programáticos en materia educativa de
los partidos políticos que han formado el Gobierno o han constituido la prin-
cipal fuerza de la oposición: UCD, el PSOE y el PP.
El problema de la falta de oportunidades educativas para un alto núme-
ro de menores de seis años ha formado parte de la agenda política guberna-
mental (si bien ha ocupado en ella una posición menos importante que otras
cuestiones educativas), en parte debido a su carácter no controvertido. Dado
el bajo gasto público en educación, resultaba relativamente fácil argumen-
tar que este retraso histórico debía ser superado. De otro lado, el Estado ya
ofertaba plazas preescolares antes de 1975. Ello significaba que algunos cen-
tros ya estaban en pie, que algunos maestros ya proporcionaban enseñanza a
niños sobre todo de cuatro y cinco años, y que en el MEC algún departa-
mento o sección se encargaba de coordinar o dirigir estos programas educa-
tivos. En otras palabras, la infraestructura ya estaba creada, y sólo era necesario
expandirla. Por el contrario, el Estado prácticamente no había ofrecido ser-
vicios no educativos de cuidado de niños; caso de desear empezar a hacerlo,
los decisores políticos habrían de haber comenzado por poner en pie una
burocracia adecuada.
En lo que concierne a años venideros, es previsible que la demanda de ser-
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la creciente participación de la mujer en el mercado laboral (Doz Orrit, 1995:
84). Anteriormente he afirmado que las tasas de actividad y ocupación feme-
ninas son muy bajas en términos comparativos. Ello no obstante, según puede
apreciarse en la tabla 3, su valor no es tan reducido en lo que concierne a las
mujeres menores de 40-45 años, entre las que se encuentran las madres de
niños en edad anterior a la escolarización obligatoria. Es más, dichas generaciones
de mujeres intentan no dejar de trabajar tras el matrimonio o el nacimiento
de sus hijos, lo que no sucedía en el pasado (CES, 1994: 11). Por otra parte, en
todos los países occidentales existen factores que incrementarán la demanda
de servicios de cuidado de niños: el deseo de un número creciente de proge-
nitores de que sus hijos participen en actividades junto con otros niños, para
que aumente su sociabilidad y su capacidad de aprendizaje futuro, así como
la aspiración por parte de algunos padres de poder contar con algo de tiempo
para sí mismos (Ergas, 1990: 211; OCDE, 1990: 298-302). Así las cosas, la
cuestión acerca de la organización del cuidado de los niños formará parte de los
problemas que concernirán de modo individual a muchos adultos. Sin embar-
go, no es previsible que las actuaciones de los actores estudiados en este tra-
bajo vayan a modificarse a corto plazo, por lo que resulta difícil imaginar
cambios significativos en las políticas relativas al cuidado de niños pequeños
en los próximos años.
Visto en retrospectiva, podría parecer que el desarrollo de los programas
educativos para niños de tres a seis años ha venido desplazando, y desplazará,
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Tabla 3. Tasass de actividad, ocupación y paro (%) femenino por edades, España,
cuarto trimestre de 1995.
Edad Actividad Ocupación Paro
16-19 22 9 56
20-24 58 31 47
25-29 73 46 37
30-34 63 44 30
35-39 60 45 26
40-44 54 42 23
45-49 45 36 18
50-54 35 29 17
55-59 26 22 13
60-64 15 14 9
65-69 3 3 2
70- 1 1 3
Total 36 25 30
Fuente: cálculos propios a partir de datos contenidos en INE (Instituto Nacional de Estadística)
1995. Encuesta de Población Activa: resultados detallados, cuarto trimestre de 1995. Madrid: INE,
1996, p. 44, 152, 234.
al establecimiento de otras medidas relacionadas con el cuidado de los meno-
res. Los decisores políticos siempre podrán argumentar que ya se han dedi-
cado notables recursos y realizado notorios esfuerzos para incrementar las
oportunidades educativas de estos menores (una cuestión de responsabilidad
pública), por lo que las familias habrán de continuar cumpliendo con lo que
muchas personas consideran que son sus obligaciones, por ejemplo, cuidar
de los menores (una responsabilidad privada). De este modo, la consolida-
ción de una determinada política pública, puede constituir una barrera para
la puesta en marcha de otras medidas dentro del mismo ámbito de actuación
pública, fenómeno no predicho por la literatura sobre el establecimiento de la
agenda.
A partir de las conclusiones de este artículo pueden esbozarse futuras
líneas de investigación. En primer lugar, respecto a las medidas relativas al
cuidado de los niños, pueden apreciarse continuidades sustantivas entre el
régimen autoritario y el democrático. Cabría preguntarse si en otros ámbitos
existen tales continuidades o, por el contrario, se han producido rupturas,
y qué factores ayudan a explicar su aparición. En segundo lugar, las políti-
cas de cuidado de los niños en España son en la actualidad las formuladas
por el MEC y por las CCAA con competencias plenas en educación. Un
estudio como éste, dedicado a las primeras medidas, ha de ser necesariamente
completado con la investigación sobre las actuaciones de las autoridades
regionales en esta materia, que pueden diferir en cierta medida de las ela-
boradas por el MEC, por ejemplo, en cuanto a la financiación a centros pri-
vados.
Por último, según el análisis del papel de los decisores políticos en mate-
ria educativa en el caso que nos ocupa, éstos han enfatizado que los progra-
mas ofertados por centros públicos a niños menores de seis años son de carácter
educativo y no un «mero» servicio de cuidados. Han entendido que las acti-
vidades educativas (no las de cuidados) consisten en estimular en los niños
determinadas habilidades y capacidades que les permitan aprender más y
mejor en el futuro, además de proporcionarles ciertos conocimientos. También
han dejado entrever su opinión de que la organización de experiencias edu-
cativas es un cometido importante, que tiene lugar preferentemente en cen-
tros, y que requiere de personal formado en el sistema universitario, mientras
que las tareas de cuidados se llevan a cabo casi siempre en el hogar y pueden
ser realizadas adecuadamente por cualquier persona, sin ninguna prepara-
ción especial. Resulta obvio que esta definición de ambos menesteres presti-
gia la importancia del primero. Sería interesante analizar si, en otras áreas de
actuación pública (por ejemplo la sanitaria), también se produce este des-
prestigio velado por el trabajo de cuidar a las personas, en beneficio de otras
actividades consideradas más «técnicas» y «profesionales», como combatir
desde el punto de vista clínico la enfermedad que las inhabilita, averiguar si
esto es, hasta cierto punto, privativo de España y, si así fuera, qué factores
pueden dar cuenta de las diferencias de rango de que gozan las tareas men-
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